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MEDIDAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES CONTENIDAS

EN EL INFORME DEL GRUPO DE TRABAJO ESPECIAL DE REFLEXIÓN SOBRE EL FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS PARA EL FORTALECIMIENTO

DEL SISTEMA INTERAMERICANO DE DERECHOS HUMANOS
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Nota Introductoria:

El objetivo de esta tabla de apoyo es que sirva como documento de consulta para facilitar las negociaciones de la tercera etapa. En el mismo se han incluido las Recomendaciones del Grupo Especial de Reflexión, las propuestas de los Estados Miembros para aplicar cada recomendación y la respuesta que ha dado la CIDH.

2. MEDIDAS CAUTELARES
A. Respecto de las recomendaciones dirigidas a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
	Recomendación del Grupo Especial de Reflexión

AG/Doc. 5310/12

	Propuestas de los Estados Miembros para aplicar la recomendación

CP/doc.4813/12 rev. 1

	Respuestas de la CIDH

CP/INF.6541/12 corr. 1

	a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.


	i. Solicitar a la CIDH que establezca criterios específicos para el cierre de las solicitudes de información que no devienen en medidas cautelares, tales como, inactividad procesal o inexistencia del contexto de riesgo original. 

ii. Solicitar a la CIDH que las Medidas Cautelares cuenten con una vigencia determinada, de manera que cuando dicha vigencia expire, expire también la medida o se proceda con su revisión. 
iii. Solicitar a la CIDH que considere hacer modificaciones a su práctica institucional, así como modificaciones a su Reglamento, para aplicar esta recomendación. Para tal efecto, sugerir a la CIDH  la elaboración de un estudio, en consulta con los Estados y demás actores del SIDH, en el cual se aborden en forma más detallada los criterios y parámetros aplicados a la solicitud, revisión, extensión o suspensión de medidas cautelares.  Se sugiere que el estudio sea enviado al Consejo Permanente. Se sugiere que al final de ese proceso la CIDH proponga enmiendas al Reglamento, con vistas a conferir mayor precisión a los criterios de gravedad, urgencia e irreparabilidad. En cualquier hipótesis, será fundamental que la CIDH fundamente la aplicación de esos tres criterios en cada caso concreto. Esa práctica, que también podrá ser objeto de previsión en el Reglamento, contribuiría, además, a aclarar el contenido de cada uno de esos conceptos.

iv. Solicitar a la CIDH que considere, a partir de una solicitud de medidas, por propio conocimiento o por solicitud de parte, notificar a un Estado miembro de la CADH con medidas cautelares para prevenir daños irreparables y riesgo a las personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos. Estas medidas son autónomas al tratamiento de peticiones y no constituyen bajo ningún criterio prejuzgamiento. La “urgencia” y la “gravedad” deben estar debidamente fundamentadas y contextualizadas.

v. Programar consultas con Estados Miembros para definir los criterios o parámetros objetivos.

vi. Solicitar a la CIDH que considere incorporar en su Reglamento los referidos criterios y parámetros.
	62. La CIDH considera adecuado adoptar resoluciones fundamentadas y motivadas para las decisiones de otorgamiento y levantamiento de las medidas cautelares. Estas resoluciones incluirían una descripción de los hechos presentados por los/las solicitantes de la medida y el análisis de la CIDH respecto de los requisitos de gravedad, urgencia e irreparabilidad. De existir una respuesta del Estado, los fundamentos de dicha respuesta también formarían parte de la resolución, la cual sería transmitida a las partes. 
63. La CIDH se abocará al desarrollo y posterior publicación de un digesto (vg. guía de prácticas) que sistematice y explique los estándares alcanzados en materia de medidas cautelares y mejores prácticas en el diseño de medidas de protección. El digesto permitirá difundir las decisiones sobre medidas cautelares, su evolución y prácticas. La elaboración de este digesto se encuentra prevista en el Plan de acción 1.4 del Plan Estratégico (Identificación de estándares y desarrollo de manuales, estudios y protocolos) y la CIDH está en proceso de búsqueda de los recursos que permitan financiarlo.
64. Los y las integrantes de la Comisión y el personal de la Secretaría Ejecutiva continuarán participando en seminarios, talleres, charlas y otros eventos para dar a conocer a los/las usuarias del sistema, el fundamento de las medidas cautelares, el desarrollo histórico de sus decisiones, los criterios para adoptar decisiones de otorgamiento y de levantamiento de las medidas, y las prácticas en materia de revisión y seguimiento, entre otros aspectos. Estos temas también formarán parte de la agenda en las reuniones de trabajo anuales que la Comisión propone institucionalizar con cada Estado Miembro de la Organización (cfr. párrafo 50).


2. MEDIDAS CAUTELARES
A. 
Respecto de las recomendaciones dirigidas a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
	Recomendación del Grupo Especial de Reflexión

AG/Doc. 5310/12

	Propuestas de los Estados Miembros para aplicar la recomendación

CP/doc.4813/12 rev. 1

	Respuestas de la CIDH

CP/INF.6541/12 corr. 1

	b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.


	i. Solicitar a la CIDH que considere explicitar los elementos que confirmen que determinada situación encuadra en los criterios previstos en el artículo 25 de su Reglamento. Sugerir que, ante cada decisión de solicitar una medida cautelar, la CIDH considere específicamente la gravedad y la urgencia de la situación, así como el riesgo de daño irreparable para las personas o el objeto del proceso relacionado con una eventual petición o caso pendiente.  En consecuencia, se sugiere que la CIDH incluya una previsión en ese sentido en el artículo 25 de su Reglamento.

ii. Solicitar a la CIDH que considere agregar, al final del artículo 25.5 de su Reglamento, la siguiente frase “Una vez recibida la información relevante de los peticionarios y del Estado, la Comisión tendrá que pronunciarse sobre su otorgamiento o rechazo dentro de un plazo de seis meses.”
iii. Solicitar a la CIDH que considere adoptar políticas y prácticas institucionales para asegurar la plena observancia del artículo 25, numeral 9, de su Reglamento.


	65. La CIDH acompaña y valora esta recomendación. En este sentido, considera que la emisión de resoluciones fundamentadas y motivadas sobre otorgamiento y levantamiento de medidas cautelares permitirá una mayor comprensión sobre la distinción entre los elementos de urgencia y gravedad y aspectos relacionados con el fondo de un asunto. Dado su alcance y carácter, las medidas cautelares buscan prevenir la consumación de un daño cuya gravedad haga imposible la reparación de un derecho que se pretende proteger. 
66. En la gráfica siguiente se aprecia el carácter excepcional de las decisiones de otorgamiento de medidas cautelares en los últimos cinco años (2007 al 2011):
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67. Un alto porcentaje de solicitudes de medidas cautelares presentadas a la CIDH se encuentran en solicitud de información con el fin de evaluar los requisitos de gravedad y urgencia y el riesgo de daño irreparable, o no han sido otorgadas en vista de que los hechos alegados corresponden a situaciones que no se enmarcan dentro de estos requisitos y que, a su vez, plantean debates cuya decisión corresponde al Sistema de Petición Individual. La mayoría de las decisiones de medidas provisionales de la Corte y medidas cautelares otorgadas por la CIDH han estado dirigidas a la protección del derecho a la vida e integridad personal de personas o colectivos desde una conceptualización amplia de tales derechos. De 227 medidas cautelares otorgadas entre 2007 y 2011, 29 estuvieron destinadas a preservar el objeto de una petición o caso pendiente ante la CIDH; de éstas, 17 tuvieron como objeto la suspensión de pena de muerte y seis, evitar la devolución de una persona a un país donde se alegaba que iba a estar sujeta a pena capital, maltrato, persecución u otras situaciones violatorias de derechos fundamentales.
68. Las medidas cautelares, provisionales o interinas se encuentran establecidas, como regla general, en los reglamentos de los principales tribunales y órganos casi-judiciales con facultad para conocer denuncias de violación de derechos humanos.
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	c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.


	i. Solicitar a la CIDH que la definición de dichos criterios y parámetros objetivos se haga también en función del tipo de derecho que se encuentra en riesgo y que se pretende salvaguardar. 

ii. Programar consultas con Estados Miembros para definir los criterios o parámetros objetivos.

iii. Alentar a la CIDH a continuar perfeccionando los mecanismos de difusión de estos criterios.
iv. Solicitar a la CIDH que considere el fortalecimiento del artículo 25 (5) de su Reglamento, a fin de que se tomen en consideración la respuesta del Estado que establece la existencia de mecanismos internos de protección a los derechos humanos, su obligación en el marco constitucional que plantea el diligenciamiento y la instrucción  a sus instituciones legalmente establecidas a intervenir en situaciones en las que se presume extrema urgencia y gravedad de posibles víctimas. De esa cuenta, el Estado debiera adoptar  medidas internas de protección sin que las mismas sean requeridas a la CIDH. Por consiguiente, el Estado también debiera aplicar el criterio de urgencia y gravedad para la protección de las personas, de manera que el mecanismo de medida cautelar cumpla con el criterio de complementariedad y no supletorio.  
	69. La Comisión reconoce la importancia de esta recomendación y continuará realizando esfuerzos para difundir los criterios y parámetros que utiliza para evaluar los elementos de gravedad y urgencia en el análisis de solicitudes de medidas cautelares. Además de incorporar el análisis sobre estos requisitos en las resoluciones fundamentadas y motivadas sobre otorgamiento y levantamiento, elaborará y publicará guías prácticas sobre la materia y subrayará sus esfuerzos de difusión (cfr. párrafos 63 y 64). 
70. La gravedad es analizada a la luz de la amenaza de daño que se intenta prevenir, y la urgencia está dada por una presunción razonable de que el riesgo o la amenaza involucrada pueda materializarse, lo cual requiere que sea inmediata la respuesta para prevenirlos. En todo caso, es fundamental para satisfacer el mandato otorgado por la CIDH, que este análisis pueda mantener un grado razonable de flexibilidad atendiendo a la necesidad de proteger efectivamente los derechos consagrados en la Convención. 
71. Los criterios que la CIDH aplica en la actualidad están reflejados en los dos informes sobre la situación de las y los defensores de derechos humanos en las Américas, en la sección sobre medidas cautelares del Informe Anual 2011, y en la página donde se encuentran los resúmenes de medidas cautelares otorgadas, bajo el título “Sobre las Medidas Cautelares”. En dichas publicaciones la CIDH difundió los aspectos que tiene en cuenta al analizar los elementos de gravedad y urgencia. La CIDH seguirá perfeccionando los mecanismos de difusión de estos criterios.
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	d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes, un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.


	i. Solicitar a la CIDH que considere elaborar dicho plan de trabajo, sobre la base de caso por caso, en consulta con las partes. Para tal efecto, sugerir a la CIDH que haga una enmienda al artículo 25 de su Reglamento en este sentido.

ii. Solicitar a la CIDH que en la ejecución del plan de trabajo para la revisión periódica se avance en la individualización de los beneficiarios y la evaluación en cuanto a la condición del beneficiario y su situación de riesgo, hacia el eventual levantamiento de las mismas. 
iii. Solicitar a la CIDH que considere, tras la adopción de la medida cautelar, establecer un plan de trabajo calendarizado para su revisión, que contemple la remisión de informes periódicos de las partes y la realización de reuniones de seguimiento o de visitas in situ.


	72. La CIDH mantiene su compromiso de continuar revisando periódicamente las medidas cautelares vigentes, a solicitud de parte o motu proprio, con el fin de evaluar la pertinencia de mantenerlas, modificarlas o levantarlas. Esta revisión se realiza a través de la recepción de información aportada por las partes, celebración de audiencias y reuniones de trabajo en la sede y en los países. 
73. Como regla general, una medida cautelar mantiene su vigencia mientras la situación que dio origen a la solicitud se encuentre acreditada y su levantamiento se determina cuando cesa la situación que dio origen a la medida cautelar y se acredita la efectividad de los mecanismos de implementación para remover los factores de riesgo que dieron lugar a la misma. Sin embargo, la CIDH podría establecer plazos de vigencia cuando otorga una medida cautelar, dependiendo de las características de cada asunto. 
74. La Comisión planea publicar un plan de revisión de asuntos inactivos en su página web. 
75. La Comisión podrá considerar alternativas adicionales de seguimiento y evaluación de las medidas cautelares, incluyendo visitas al terreno a fin de constatar la evolución de la situación de riesgo y la implementación de medidas de protección por parte del Estado, entre otros aspectos.
76. La CIDH continuará celebrando reuniones técnicas con los Estados con el propósito de que conozcan el estado procesal de las medidas cautelares y de las acciones que la Comisión se encuentra implementando para atender sus inquietudes. La CIDH establecerá esta práctica con una periodicidad anual (cfr. párrafo 50).
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	e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado.

	i. Solicitar a la CIDH que considere hacer una enmienda al artículo 25 de su Reglamento al respecto.

ii. Solicitar a la CIDH que considere el establecimiento de un calendario para las revisiones, la primera de las cuales deberá hacerse a más tardar un mes después de que se otorguen las medidas cautelares.

iii. Solicitar a la CIDH que considere la inclusión de una regla en este sentido en su Reglamento.

iv. Solicitar a la CIDH que tome en consideración que las medidas cautelares cumplen con el objeto de proteger a un individuo o determinado colectivo de un daño irreparable, pero que éstas no están sujetas a la temporalidad del Estado en materia de investigación, sino al periodo en el cual se presume un inminente riesgo.  La vigencia  de las medidas cautelares no debiera estar condicionada a los procesos de investigación y al esclarecimiento del mismo. Por lo contrario, si el pronunciamiento del Estado se fundamenta en que se encuentra investigando los hechos que motivaron las medidas cautelares y las condiciones de urgencia y gravedad ya no están presentes, debiera procederse a su levantamiento.  
	77. La CIDH implementará esta recomendación y adoptará una práctica mediante la cual, cuando otorgue una medida cautelar sin haber solicitado previamente información al Estado, procederá a solicitar información a las partes a la mayor brevedad, con el fin de revisar su vigencia, modificarla o levantarla en su siguiente Período de Sesiones. La revisión sería procedente luego de recibir información sustantiva de las partes sobre la adopción de las medidas cautelares y el diseño de implementación que se estableció con el fin de atender la situación de riesgo.
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	f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

	i. Solicitar a la CIDH que considere adoptar una política y prácticas para que, en los casos en que la CIDH no esté reunida en sesión, la decisión de conceder medidas cautelares sin la audiencia previa del Estado sea tomada, de modo excepcional, por el Presidente de la CIDH, en consulta con el Relator del Estado de que se trate. Es importante asimismo que la CIDH amplíe el uso de tecnologías de información, a fin de propiciar el flujo de informaciones y la adopción de decisiones por parte de los comisionados frente a situaciones graves y urgentes, cuando el órgano no esté en período de sesiones. 

ii. Solicitar a la CIDH que considere que, si estuviere reunida en sesión, la aprobación de una medida cautelar sin audiencia previa al Estado se sujete a mayoría calificada. En tal hipótesis, la CIDH debería fundamentar las razones de la solicitud de la medida sin consulta previa al Estado, abriéndose a éste la posibilidad de pronunciarse con respecto al objeto de la demanda en la primera oportunidad posible.
iii. Solicitar a la CIDH que considere que las medidas en estos casos se adopten por consenso, dada la seriedad de adoptar medidas cautelares sin solicitar información del Estado.
iv.  Solicitar a la CIDH que considere establecer una mayoría calificada de al menos 5 votos para este tipo de decisiones.

v. Solicitar a la CIDH que considere, en el marco de un eventual examen de las reglas de toma de decisiones para casos de medidas cautelares, tener presente el carácter cautelar de estas medidas, su función preventiva y protectora a efectos de evitar su desnaturalización en los hechos. Al examinar estas reglas, la CIDH debería sopesar el riesgo existente de modo que la medida cautelar cumpla con su efecto útil y garantizar al Estado un procedimiento de respuesta en el caso de querer controvertirla. 
vi. Solicitar a la CIDH que considere determinar una votación por mayoría agravada para el dictado de una medida cautelar inaudita parte.
	78. Todos los Comisionados y las Comisionadas son consultados respecto del el otorgamiento, no otorgamiento y levantamiento de medidas cautelares. Dicha decisión se adopta por mayoría absoluta, tras consideraciones detalladas por medios electrónicos, que incluyen deliberación virtual. El único escenario en que un integrante de la CIDH no participa en la consideración y decisión de una medida cautelar es cuando se encuentra impedidos de acuerdo con el Reglamento. 
79. Para dar mayor claridad a este proceso, la CIDH incluirá los votos de sus integrantes en las resoluciones sobre otorgamiento y levantamiento de medidas cautelares, conforme a lo establecido en los artículos 18 y 19 del Reglamento de la CIDH.
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	g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

	i. Solicitar a la CIDH que fortalezca los mecanismos de consulta previa al Estado acerca de la situación específica que propicia la medida cautelar. 

ii. Solicitar a la CIDH que considere, en sus decisiones, explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

iii. Solicitar a la CIDH que considere, en sus decisiones, proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada. 

iv. Solicitar a la CIDH que, al fundar y motivar sus decisiones sobre medidas cautelares, haga también referencia a disposiciones específicas de tratados o instrumentos internacionales aplicables.

v. Solicitar a la CIDH que considere, en sus decisiones, proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar.
vi. Solicitar a la CIDH que considere incorporar el contenido de esta recomendación al artículo 25 de su Reglamento. 
vii. Solicitar a la CIDH que fundamente jurídicamente las razones por las que otorga una medida cautelar, la cual debe estar caracterizada por la revocabilidad, transitoriedad, accesoriedad, extrema gravedad y urgencia real de la situación.

viii. Solicitar a la CIDH que defina el alcance de la concertación de las medidas cautelares. de manera que no se desnaturalice su excepcionalidad para casos de inminencia del daño, gravedad y urgencia, y no se desconozcan la normativa y los procedimientos internos de los Estados. La concertación no implica resolver cuestiones de fondo o reparar y debe entenderse como un proceso distinto al que se realiza en los procesos de cumplimiento de recomendaciones y/u órdenes del SIDH. 
.
ix. Solicitar a la CIDH que, en coherencia con el margen de discrecionalidad del que disponen los Estados para establecer los procedimientos internos para  identificar la naturaleza del riesgo y valorar su intensidad, enfatice la importancia y la pertinencia de la realización de los estudios técnicos de nivel de riesgo por parte de las autoridades nacionales competentes una vez dictada la medida, con el fin de que a nivel interno  se determine el mecanismo de protección más adecuado. 
	80. Tal como se expresó en respuesta a otras recomendaciones, la CIDH adoptará resoluciones para las decisiones de otorgamiento y levantamiento de medidas cautelares; en dichas resoluciones presentará los fundamentos y las motivaciones jurídicas y fácticas en las que basa su decisión.
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	h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

	i. Solicitar a la CIDH que provea una clara individualización y determinación de los beneficiarios (números de identificación personal, edad y lugar de residencia), incluso en casos de medidas de múltiples beneficiarios. 

ii. Solicitar a la CIDH que considere que el perfeccionamiento de esos mecanismos sea objeto del mismo estudio propuesto a la CIDH en la propuesta contenida en el numeral 2.A.a.ii.
iii. Solicitar a los Estados Miembros que promuevan visitas in situ de miembros del Grupo de Medidas Cautelares con funcionarios de Estado, para identificar a los posibles beneficiarios.
iv. Reconocer la importancia de no distorsionar la naturaleza y función de las medidas cautelares ante la imposibilidad de individualizar estos colectivos. 

v. Solicitar a la CIDH tomar en cuenta las condiciones, el contexto social y la conflictividad que enfrenta el Estado al momento de  adoptar una medida cautelar de carácter colectivo con fines de protección a comunidades enteras. Al dictar una medida cautelar a favor de un determinado colectivo, se estaría prejuzgando la cuestión de fondo, al presumir que el daño que se quiere evitar atañe a todos los miembros de una comunidad, principalmente en casos relacionados con situaciones de orden económico, social y cultural.  
	81. Con el objeto de atender esta recomendación, además de los criterios ya establecidos en el Reglamento, la CIDH incorporará el criterio de que los beneficiarios pueden ser determinados a través de su ubicación geográfica o cuando se pueda identificar el colectivo, pueblo, comunidad u organización a los cuales pertenecen, y se encuentran en una situación de riesgo por formar parte de dicha comunidad o grupo.
82. En este contexto, la CIDH y la Corte Interamericanas han constatado que las medidas de protección no siempre están destinadas a personas individuales sino que el sujeto de protección puede ser también un colectivo o grupo que se encuentra en una situación de riesgo de sufrir un daño irreparable. Por ello, los órganos del SIDH han desarrollado criterios que permiten a los Estados determinar en este tipo de medidas el grupo de personas a proteger y tomar las medidas de protección que respondan a ese carácter colectivo. 
83. Las medidas colectivas generalmente están relacionadas con personas privadas de la libertad, personas que se encuentran en un recinto hospitalario, trabajadores de una organización, pueblos y comunidades indígenas o tribales. 
84. La CIDH reconoce el desafío que representa para los Estados la implementación de este tipo de medidas, porque no responde al esquema de protección individual sino que se requieren formas diferentes de implementación y, cuando se trata de pueblos y comunidades indígenas o tribales, con pertinencia cultural. La CIDH observa que varios Estados han desarrollado prácticas exitosas de protección de colectivos, cuyas medidas han sido concertadas con el grupo afectado y sus representantes. La CIDH elaborará manuales que contendrán resúmenes de la jurisprudencia en la materia e identificará buenas prácticas desarrolladas por los Estados en este tipo de situaciones, con el objeto de que sirva de guía a los usuarios del SIDH en la determinación de los beneficiarios y en las formas de implementación de las medidas de protección de carácter colectivo.


2. MEDIDAS CAUTELARES
A. Respecto de las recomendaciones dirigidas a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
	Recomendación del Grupo Especial de Reflexión

AG/Doc. 5310/12

	Propuestas de los Estados Miembros para aplicar la recomendación

CP/doc.4813/12 rev. 1

	Respuestas de la CIDH

CP/INF.6541/12 corr. 1

	i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

	i. Solicitar a la CIDH que requiera y le transmita al Estado la prueba sumaria que evidencie que el beneficiario  -o la totalidad de beneficiarios, según el caso- ha otorgado un mandato de representación al peticionario de las medidas. 
ii. Solicitar a la CIDH que considere, ante la eventual imposibilidad de reunir documentos que comprueben la anuencia de los beneficiarios, requerir a los solicitantes de medidas cautelares una justificación de las mismas. Esa recomendación deberá ser observada en los términos del artículo 25.4.c. del Reglamento de la CIDH.

iii. Solicitar a la CIDH que requiera a las partes de información fidedigna y verificable en cualquier momento para determinar el tipo de implementación de medidas cautelares. 

iv. Alentar a la CIDH a que adopte políticas y prácticas institucionales para observar plenamente el artículo 25.4.c del Reglamento.
	85. La CIDH se encuentra considerando incluir en su Reglamento la adición de los términos “autorización” y “consentimiento” al elemento de expresa conformidad que, de acuerdo con el artículo 25.4.c, podría tomar en cuenta al momento de considerar las solicitudes de medidas cautelares. 
86. En caso de que no sea posible recibir el consentimiento de los y las beneficiarias, la CIDH valorará las razones relacionadas y las tomará en cuenta al momento de analizar el asunto. En caso de que la CIDH otorgue dicha medida, expondrá en la resolución respectiva los motivos en los que basó la decisión.
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	j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general, las circunstancias del caso.


	i. Solicitar a la CIDH que considere llevar a cabo una enmienda al párrafo 2 del artículo 25 de su Reglamento, sobre el otorgamiento de plazos razonables, atendiendo al caso concreto, teniendo en cuenta los criterios mencionados en esta recomendación.
ii. Solicitar a los Estados que, en cada caso, suministren información sobre los plazos razonables para la implementación de ciertas medidas. Aunque la información suministrada por los Estados no dictaría la postura de la CIDH, sí le proporcionaría una perspectiva más adecuada de las limitaciones y otras restricciones en los Estados Miembros que deberían tomarse en cuenta para decidir los plazos razonables para la implementación de medidas cautelares.   
	87. La CIDH está dispuesta a subrayar sus esfuerzos para atender la recomendación respecto de los plazos, pero considera que ninguno de ellos debe tener el efecto de frustrar el objeto útil de las medidas cautelares. Las medidas cautelares y solicitudes de información a los Estados constituyen una alerta temprana que debería motivar al Estado a desplegar sus sistemas de protección. Por ello, los plazos que se establecen al otorgar una medida cautelar a fin de que el Estado informe sobre su implementación oscilan, conforme a las circunstancias de cada caso, de 48 horas a 20 días. 
88. En atención a esta recomendación, cuando la situación lo amerite, la CIDH requerirá cronogramas de implementación consultados con las partes involucradas, lo cual le permitirá hacer una evaluación sobre el carácter razonable de los plazos en cada asunto concreto.
89. El Estado debe cooperar en el proceso de seguimiento del cumplimiento con las medidas cautelares mediante la presentación periódica de información sobre su implementación. Durante los últimos años se han utilizado distintos modelos de seguimiento escrito de medidas cautelares. Algunos modelos utilizados en el pasado requieren de los Estados la presentación de un informe cada 30 o 45 días, a la manera de las medidas provisionales ordenadas por la Corte Interamericana. Los modelos de seguimiento más recientes dejan librado el ritmo de la presentación de información a los intercambios de puntos de vista entre las partes. Vale decir que tras la primera respuesta del Estado, se envía copia de este informe al solicitante para sus observaciones con un plazo que varía conforme a la urgencia de la situación pero que por lo general es de 30 días. Una vez recibida su respuesta, ésta es enviada al Estado con el fin de que haga lo mismo. 
90. Estos intercambios permiten a la CIDH mantener un control mensual del avance en la implementación de las medidas cautelares, incluso a intervalos más cortos durante períodos en los cuales la situación exige intercambios más breves. El grado de participación de la CIDH en estos intercambios varía conforme a las circunstancias de cada asunto. En muchos casos el simple intercambio de observaciones bajo el escrutinio de la CIDH incentiva a las partes a superar desacuerdos o desencuentros en la implementación de las medidas cautelares. En otros casos, las circunstancias de las personas protegidas llevan a la CIDH a solicitarle al Estado expresamente que extreme ciertas medidas de seguridad o que presente cierta información en forma inmediata.
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	k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.


	i. Solicitar a la CIDH que elabore causales específicos para el levantamiento de medidas, tales como, por ejemplo, anomalías en la representación, negativa injustificada de los beneficiarios a recibir las medidas proporcionadas por el Estado y mal uso del esquema de implementación de las medidas, entre otras. 

ii. Solicitar a la CIDH que considere que esta recomendación sea observada en los términos del artículo 25.8 de su Reglamento. Al tener en cuenta la eventual negativa de los beneficiarios, la CIDH deberá considerar la justificación que ellos presenten, particularmente si el medio de cumplimiento propuesto por el Estado no atendería al alcance  de la medida solicitada.

iii. Solicitar a la CIDH que, en caso de que el beneficiario haya incumplido con sus obligaciones conforme al artículo 25 del Reglamento que indica la importancia de adoptar la medida mediante acuerdo previo con el beneficiario, considere proceder  de oficio al levantamiento de la misma, ya que la temporalidad de su implementación se ha agotado y por consiguiente la medida ha cumplido con sus fines y propósitos.   

iv. Solicitar a la CIDH que califique el incumplimiento substancial de los beneficiarios de las medidas cautelares. El análisis de suspensión de medidas cautelares que afecte a personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos tendrá mecanismos apropiados para su seguimiento y revisión técnica.
	91. La Comisión atenderá esta recomendación mediante la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes, ya sea a solicitud de parte o motu proprio. La variación de las circunstancias por el transcurso del tiempo, la negativa de los beneficiarios a recibir una determinada medida de protección que no considera idónea, la utilización inadecuada de las medidas de protección, entre otras situaciones, son circunstancias a ser evaluadas en el procedimiento de monitoreo de la CIDH, escuchando las observaciones de ambas partes. 
92. Para dar cumplimiento completo a esta recomendación, la Comisión necesita la activa participación de las partes en la presentación de información fundamentada que contenga las consideraciones que, a su juicio, pudieran dar lugar al levantamiento de una medida cautelar. A través de este y otros tipos de mecanismos de seguimiento, la CIDH puede tomar conocimiento de cualquier utilización indebida de un mecanismo de protección y hacer las consideraciones relacionadas, así como fallas en los sistemas de protección implementados por los Estados.
93. La colaboración de las partes y la fluidez en la información que proporcionan es particularmente importante en los casos en que personas en riesgo rechazan ciertos mecanismos o sistemas de protección; en algunos casos esa negativa puede ser debida a la percepción de que la protección ofrecida acentúa el riesgo. Esto puede ser particularmente cierto cuando la amenaza inicial reportada a la CIDH proviene de cuerpos de seguridad. 
94. En estos y otros casos complejos, la Comisión se encuentra abierta a la posibilidad de realizar visitas a los países para realizar reuniones de trabajo sobre medidas cautelares vigentes, a fin de recibir información y argumentos de las partes sobre la necesidad de mantener o de levantar una medida cautelar, facilitar un entendimiento sobre la implementación de la medida y monitorear su cumplimiento. 
95. En los manuales y guías sobre prácticas, doctrina y decisiones que la CIDH planifica publicar, se incluirán experiencias de asuntos concretos a fin de perfeccionar y afianzar las mejores prácticas en materia de implementación, seguimiento y levantamiento de medidas cautelares.
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	l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.

	i. Solicitar a la CIDH que considere complementar el artículo 76 de su Reglamento a la luz de esta recomendación. El texto señalaría que, en la hipótesis de rechazo por la Corte IDH del pedido de medidas provisionales, la CIDH no podría emitir medidas cautelares a ese respecto, a menos que nuevos hechos lo justificasen.

ii. Solicitar a la CIDH que considere profundizar su reflexión sobre medidas a adoptar para atender esta recomendación, con miras a considerar enmiendas reglamentarias al respecto.
	96. En caso que la Corte IDH rechace una solicitud de medidas provisionales, la Comisión considerará el asunto con toda la información a su disposición y decidirá sobre el otorgamiento, mantenimiento o levantamiento de la medida cautelar respectiva en una resolución fundamentada. 
97. La posibilidad de una nueva evaluación para analizar una posible situación de riesgo actual es una práctica constante de la CIDH. Efectivamente, ante la decisión de la CIDH de no otorgar medidas cautelares, se le comunica al solicitante lo siguiente: “[d]e ser pertinente, ustedes pueden presentar información adicional sobre los elementos de gravedad, urgencia y necesidad a fin de evitar daños irreparables”. Asimismo, el texto de la carta de levantamiento de medidas cautelares dictadas por la CIDH, señala: “[l]o anterior, sin perjuicio […] de las decisiones derivadas de cualquier futura solicitud de medidas cautelares, respecto de los mismos beneficiarios toda vez que el cambio de sus circunstancias justifique una nueva evaluación sobre si se verifican los requisitos establecidos en el artículo 25 de ese instrumento.” En otras palabras, la naturaleza propia de una medida cautelar exige que la Comisión esté preparada en todo momento a realizar una evaluación o re-evaluación de la situación, aún si la propia Comisión o la Corte hubieran evaluado el asunto recientemente, debido a que las circunstancias de esa persona o grupo de personas podría haber cambiado desde la evaluación anterior y configurar una nueva situación donde se planteen los criterios de gravedad y urgencia que justifiquen un otorgamiento.
98. En cualquier momento, los usuarios del SIDH pueden solicitar una medida cautelar, sobre la base de una situación actual de presunto riesgo o nuevos hechos, activando las competencias de la CIDH para analizar tal solicitud, independientemente de una desestimación de una solicitud de medidas provisionales por parte de la Corte IDH. Por otra parte, la CIDH posee competencias independientes a las de la Corte IDH en el ejercicio de su jurisdicción de vigilar el cumplimiento de los Estados con sus obligaciones internacionales.
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	a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.


	La Asamblea General adopta las siguientes medidas:
i. Promover el intercambio de buenas prácticas a través de la creación de una Comisión Técnica Permanente de Supervisión y Monitoreo de las recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

ii. Solicitar a los Estados Miembros la presentación de un informe sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales de implementación. Realizar una Sesión Especial en el marco de la CAJP para socializarlas e intercambiar opiniones.
iii. Celebrar una reunión anual, audiencia o seminario entre Estados Miembros (ya sea en la sede de la OEA o en sedes rotativas de Estados Miembros o en el marco de las sesiones ordinarias de la CIDH) para intercambiar experiencias y prácticas sobre éste y otros temas relacionados con la cooperación de los Estados Miembros con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos. Dicha actividad podría luego documentarse en la página web de la CIDH y en el Informe Anual. Así mismo, podría procurarse la institucionalización de un intercambio de experiencias entre Estados que comporten una similitud en el número de medidas cautelares, con el fin de identificar los mecanismos de implementación e intercambiar los métodos de respuesta y los resultados en materia de gestión. 

iv. Solicitar a los Estados Miembros a enviar a sus funcionarios nacionales encargados de la vinculación con el SIDH a participar en las reuniones anuales sobre cooperación con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos.
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	b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	La Asamblea General adopta las siguientes medidas:
i.  Encomendar a la CAJP el debate sobre la realización de la consulta y, de ser el caso, los términos de la misma. La referida Comisión deberá presentar un informe con sus conclusiones para la consideración del Consejo Permanente.

ii. “En razón de la naturaleza reglamentaria de las medidas cautelares, Ecuador estima necesario que mientras dure el periodo de transición, esta figura sea incluida en el Reglamento y que en este se contemple la posibilidad de impugnación ante la Corte Interamericana, una vez que ésta sea solicitada por la CIDH y cumplida por el Estado.” 
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